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Presentación

 Decíamos en la edición anterior de esta obra que, tras varios años desde la entrada en vigor de la Ley de Enjuiciamiento Civil, todo el tema que hacía referencia a las costas procesales ha evolucionado de manera que esta materia ha llegado a convertirse en una parte fundamental a la hora de plantear o no una reclamación judicial, así lo acreditaban las diferentes estadísticas, elaboradas al efecto. A fecha de hoy este sentir, si cabe, se ha visto acrecentado, fundamentalmente desde el momento en que la justificación principal de la imposición de las costas procesales (el derecho inherente de los litigantes a verse resarcidos de los gastos ocasionados con ocasión del pleito), se ve ampliado para convertirse también en una función punitiva frente a quienes provocan una litigación innecesaria, como veremos en los comentarios posteriores, incluido el vencedor en el pleito.
De la misma manera, en nuestra obra, en su edición anterior, hacíamos mención de la Sentencia del Tribunal Constitucional 108/2013, que venía a rectificar el acuerdo del pleno de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, de la que recogíamos también nota jurisprudencial en el apartado correspondiente a la jurisprudencia. Pues bien, aquella sentencia, a pesar de no haber tenido un reflejo directo en la regulación normativa, supuso un punto de inflexión en la tramitación de las tasaciones de costas en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, como veremos en los comentarios al articulado.
Estas circunstancias han incidido directamente en los distintos criterios que a lo lardo de la historia han venido rigiendo los diferentes criterios de imposición de costas, a los que también nos referiremos en los comentarios de esta obra, de manera que el criterio del vencimiento que tradicionalmente se había identificado con los sistemas democráticos, lo cierto es que en los últimos veinte años ha habido que introducir distintos mecanismos de corrección para equilibrar los desequilibrios apreciados, incluso, como ya ha quedado expuesto, con la posibilidad de erigirse el criterio de evitar la conflictividad judicial como elemento sustentador de la imposición del pago de las costas. 
A pesar de todo, el coste de los procedimientos, lo que tradicionalmente se denominan costas procesales, sigue siendo fundamental para las partes a la hora de afrontar una reclamación judicial, a pesar de que nunca está garantizada la victoria en un procedimiento judicial, pues en muchísimas ocasiones un pleito mal encauzado, mal dirigido, puede terminar en una sentencia desfavorable o una imposición de las costas, sin más, a pesar de haberse intentado ya en varias ocasiones la reimplantación de un recargo o tributo previo al uso del servicio de la Administración de Justicia.
La importancia de este tema de las costas ha hecho que las monografías dedicadas a las costas procesales hayan sido siempre unas de las más socorridas a la hora de acudir en busca de datos y argumentos en las distintas bibliotecas de los órganos judiciales, incluso de las de los centros científicos.
Pero no es este el único reflejo de la importancia que las costas procesales han adquirido en el mundo de la Justicia, pues también en el ámbito de los profesionales liberales del Derecho (abogados, procuradores y graduados sociales) son habituales los foros de debate y jornadas de estudio en los que se analizan con profusión de datos los distintos preceptos que hacen referencia a las costas procesales, a algunos de los cuales he sido invitado y que con enorme satisfacción he participado e intercambiado experiencias y criterios, comprobando que este tema sigue suscitando muchísimo interés entre quienes se acercan a las normas procesales prácticas, en general, y a la Administración de Justicia, en particular.
La presente edición viene motivada por los anteriores argumentos, pero también por la reforma que ha introducido la LO 1/2025, de 2 de enero, vulgarmente conocida como ley de eficiencia, donde se trata de potenciar las distintas formas alternativas de solución de conflictos, al margen de los tribunales, donde se incluyen varias modificaciones en lo que se refiere a la práctica de la tasación de costas y algunas novedades que van más allá de los formalismos de la misma para incardinarse dentro de las nuevas pautas para evitar, en la medida de lo posible, la conflictividad, todo lo cual sigue sirviendo de argumento suficiente para el mantenimiento de esta monografía, dedicada a las costas procesales, a su tramitación y a la resolución de los múltiples problemas que se suscitan en su entorno.
Al igual que en las ediciones anteriores, en las que he tratado de aproximarme al tema apasionante de las costas procesales, la intención que preside esta nueva edición es la de aportar respuestas sencillas sobre los múltiples problemas que se suscitan en torno a la evaluación y fijación de las costas procesales, con el único objetivo de tratar de ayudar no solo a los profesionales del Derecho, sino también a quienes se acercan a este mundo de la Justicia con el interés de quien acude por obligación, casi como el único poder refugio que le queda para solucionar sus problemas que no ha podido resolver al margen de un pleito largo, caro y de incierto final. Por ese motivo esta obra sigue manteniendo su vocación de compendiar experiencias más que recoger sapiencia. Es decir, se trata de una obra de integración, abierta, no solo a la crítica, sino sobre todo al enriquecimiento de todos aquellos que quieran acudir a ella y después verter sus opiniones.
Evidentemente, como se desprende de alguna de las afirmaciones anteriores, además de esta vocación intelectual, esta obra nace también con otra intencionalidad: la de actualizar la variante regulación de las costas procesales. En efecto, mi última obra sobre esta materia venía a dar respuesta a las nuevas reformas procesales, unas ya introducidas y otras que se avecinaban. Desde 2000, año de la publicación de la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil, han sido varias las modificaciones directas de la misma que han afectado a la tramitación de las tasaciones de costas y también otras que, aun habiéndose ubicado en textos legales ajenos a las propias leyes procesales, tienen una incidencia directa sobre las costas procesales.
Llegados a este punto, aunque solo sea como mero dato histórico, cabe destacar la situación que se produjo en el debate parlamentario sobre la Ley de Enjuiciamiento Civil. En efecto, en ese trámite en el Congreso de los Diputados se suscitó la posibilidad de suprimir un incidente que para algunos de los diputados había devenido en innecesario al haberse incorporado a la propia ley un sistema de liquidación de sentencia al abono de frutos y rentas, arts. 712 a 716 de la mencionada ley procesal, por el que se regula la determinación de frutos y rentas en el que las partes son las protagonistas para fijar definitivamente el importe de la cantidad que ha de abonar el condenado en la sentencia. Sin embargo, en base a una tradición procesal inveterada en nuestro sistema, se mantuvo este procedimiento específico y concreto para la fijación del importe de las costas originadas en el proceso. La relevancia que ha adquirido en el proceso la fijación de esas costas y la jurisprudencia que ha generado ha venido a avalar el criterio definitivamente mantenido por el legislador de 2000 y que ha venido a justificar sobradamente la consolidación de un procedimiento genuino que realza la importancia que tradicionalmente ha tenido, ahora quizás más, la regulación de una tramitación específica, con todas las garantías, para fijar el importe definitivo de las costas a abonar la parte condena a su pago, incluyendo los distintos tipos de impugnación y el objeto de los mismos, para culminar con una aprobación definitiva.
Pero desde la entrada en vigor de la Ley de Enjuiciamiento Civil la modificación más importante ha sido la referida a la atribución de nuevas competencias a los letrados de la administración de justicia. Tradicionalmente, en Juzgados y Tribunales todo lo referente a las costas procesales se consideraba materia propia de estos funcionarios y era tradición que a ellos se les dejase la misma, incluso para proponer o elaborar los autos que aprobasen definitivamente las distintas impugnaciones. Pues bien, la reforma de la ley procesal civil, experimentada con ocasión de la Ley 13/2009, encomendó a estos funcionarios técnicos superiores enormes competencias procesales, en concreto en lo referido al procedimiento para la tasación de costas vino a dar carta de naturaleza a esta costumbre inveterada y situó la competencia sobre la elaboración, inclusión y exclusión de los diferentes conceptos que conforman la tasación de costas y su aprobación definitiva. 
Sin embargo, en aquellos momentos se decidió mantener el procedimiento específico por razones de tradición procesal. También en la nueva reforma se mantiene el procedimiento, pero además de mantenerse se potencia la participación del letrado de la administración de justicia (antes secretario judicial), quien asume un papel cualitativa y cuantitativamente importantísimo. Insisto en el carácter cuantitativo pues en muchos supuestos el importe de las costas procesales a las que han de hacer frente las partes, son equiparables, cuando no superan el importe económico de la obligación discutida en la interpelación judicial. En la ley se mantienen los conceptos que han de conformarla tasación de costas, pero se incluye la potestad del letrado de la administración de justicia para incluir o excluir los conceptos que, pretendidos por la parte beneficiaria de la tasación, deban ser rechazados cuando considere que no pueden ser encuadrados bajo el concepto de costas.
Al igual que ocurría en la edición anterior, en ésta también nos encontramos con partidas controvertidas. En aquellas primeras ediciones el debate se centraba en la mal llamada tasa judicial, en la actualidad las dudas sobre la naturaleza de gastos o costas se centra más en los depósitos para la interposición de recursos que tendrán su referencia en el apartado oportuno y que ya aparece enunciado dentro de los conceptos que se regulan en los preceptos normativos desde su inicio, incluso sobre el importe del IVA, que, a pesar de haberse introducido una mención específica en el art. 243. 2 IV de la LEC, lo cierto es que este concepto sigue siendo objeto de polémica, sobre todo en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo.
A esta regulación tradicional se une ahora un nuevo precepto, el previsto en el artículo 245 bis y referencias en otros de la Ley de Enjuiciamiento Civil, como consecuencia de la entrada en vigor de la LO 1/2025, que institucionaliza la obligatoriedad de intentar una solución previa, al margen del proceso, a través de cualquier de las otras soluciones alternativas de conflictos, que también son objeto de estudio en la presente edición.
Junto al procedimiento para la exacción de las costas procesales tradicionalmente se regularon unos procedimientos a través de los cuales abogados y procuradores pueden reclamar sus honorarios y derechos a sus propios clientes y representados, son los tradicionalmente denominados procedimientos sumarios de "jura de cuentas" para ambos profesionales del Derecho y provisión de fondos para los segundos, los primeros de estos procedimientos para obtener del propio cliente o representante el abono de las cantidades debidas, una vez finalizada la intervención del profesional, mientras que el segundo está previsto para que el procurador pueda reclamar de su representado el importe de las cantidades a las que deba hacer frente en el transcurso del procedimiento judicial. También estos procedimientos tienen cabida en esta obra con una referencia específica a cada uno de los supuestos, incluidas las reformas que en estos procedimientos fueron introducidas a través de las distintas sentencias del Tribunal Constitucional que declararon la inconstitucionalidad de algunos de los preceptos.
Con estos antecedentes, la obra que ahora presentamos se centra en todo aquello que tiene que ver con las costas procesales y aquellos otros gastos que tienen su génesis en el propio proceso, incluso aquellos que, sin tener acceso a la tasación de costas, sí podrán ser reclamadas a sus representantes o clientes, a la práctica procesal de todos estos procedimientos, incluidos los sumarios, sus incidencias e impugnaciones y en los procedimientos asimilados.
Con ello pretendo retomar el estudio y exposición que iniciamos en los años ochenta del siglo pasado y que tan buena acogida tuvo entre lectores, estudiosos del Derecho y profesionales de esta rama del saber. Ha sido precisamente el cariño de estos, manifestado a través de cartas personales, llamadas o invitaciones a participar en cursos monográficos, quienes han rescatado esta obra de languidecimiento paulatino, para retomarlo y centrarlo en los temas más importantes, pues la misma ya había adquirido un volumen difícil de manejar. De cualquier forma, la obra sigue siendo la plasmación de una reflexión de tantos años de servicio en los Juzgados y Tribunales de España y del estudio de un tema que, en contra de lo que pudiera aparentar, no es menor, y no lo es no sólo por razones económicas, que también, a las que ya he aludido, sino porque los temas que centran el estudio de esta monografía tienen relación directa con el proceso, al que tantas personas desde distintas facetas profesionales dedican sus vidas. Por todo ello, he considerado oportuno asumir una vez más la tarea de redactar una obra que actualice, una vez más, las novedades normativas que esta materia ha experimentado desde que se publicó la última edición de la obra completa a las que se añade un estudio pormenorizado de la incidencia que sobre la tasación de costas tiene cualquier otro trámite que se suscite en el seno del procedimiento, el beneficio a la asistencia jurídica gratuita y las peculiaridades que sobre esta materia han introducido las Comunidades Autónomas con competencia en materia de Justicia.
Entrando en el análisis resumido de la obra en esta mínima exposición, he de manifestar, como lo afirmaba es su día el Profesor Moreno, amigo y maestro, que el libro que ahora se presenta al lector sigue manteniendo su vocación de compendio práctico de las distintas normas dispersas en diferentes cuerpos legales que hacen referencia a las costas procesales y su incidencia en la tasación de las mismas, de los conocidos tradicionalmente como procedimientos sumarios de "jura de cuentas" de abogados y procuradores y provisión de fondos, de forma que se centra básicamente en el estudio de los artículos 241 a246, 34 y 35, todos ellos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, sin olvidar otros preceptos de otros textos legales que hacen referencia a las costas procesales. Por ello, si bien son los preceptos citados los que vertebran la obra, en la misma se realiza un estudio pormenorizado de todos aquellos preceptos que tiene relación con las costas procesales.
También en esta nueva edición se lleva a cabo una recopilación exhaustiva de los distintos preceptos aplicables a cada supuesto, aportando un comentario pormenorizada a cada uno de ellos, sacados del estudio de diferentes autores, en unos casos, o de la experiencia propia, en otros, para culminar el análisis con una referencia jurisprudencial o con mención a sentencias de Audiencias Provinciales adecuadas al caso concreto, cuando la materia del recurso no permite el acceso a la casación. De esta manera se recoge un análisis completo de cada uno de los preceptos desde un punto de vista práctico, con una referencia doctrinal y la introducción de distintas sentencias aplicables a cada uno de los supuestos analizados en el comentario normativo, sobre este particular son dignas de mención aquellas sentencias del Tribunal Constitucional que declararon la inconstitucionalidad de aquellos preceptos que excluían cualquier tipo de recurso contra los decretos que fijaban la cantidad a abonar por las partes o frente a los que aprobaban definitivamente algún tipo de impugnación.
Esta obra está dedicada al análisis y solución de los problemas que se suscitan en el entorno de las costas procesales. Por eso, junto a la problemática de la tasación de costas, se incluye en esta obra el estudio de aquellos otros procedimientos judiciales que, relacionados con ese tema principal, también fijan mecanismos para que los profesionales del Derecho puedan recuperar sus honorarios y derechos.
La obra, a pesar de las innovaciones que se introducen en esta nueva edición, mantiene una estructura similar a ocasiones anteriores, pero centrada en la tasación de costas como núcleo central y completada con los otros procedimientos ligados a aquélla por el nudo nuclear de las costas, constando, por ello, de cuatro capítulos claramente diferenciados:
En el primero se aborda el análisis de los distintos preceptos referidos a la tasación de costas en los distintos órdenes jurisdiccionales, qué conceptos son susceptibles de ser incluidos en la tasación de costas, quién puede solicitar su práctica, etc, así como los diferentes interrogantes que pueden suscitarse sobre la tasación de costas y su entorno.
El capítulo segundo presenta un estudio pormenorizado de los tradicionalmente conocidos como procedimientos sumarios de habilitación de fondos en beneficio de los procuradores; mecanismo tradicionalmente utilizado para surtirse de recursos económicos con los que hacer frente a los pagos que se deriven del procedimiento y cuyo sujeto pasivo sea su representado.
El capítulo tercero se centra en el tradicionalmente denominado procedimiento sumario de "jura de cuentas" o con la denominación más ajustado a la letra de la ley actual "cuenta y honorarios", de procuradores y abogados, pero de forma individualizada, suprimiéndose lo que en la vigente Ley de Enjuiciamiento se excluyó de su regulación: la jura de cuenta por parte del abogado contra el procurador. Con una división analítica idéntica a la de los capítulos anteriores, se estudian los distintos preceptos que conforman cada tema, pero de forma minuciosa. Sin duda éste posiblemente sea el capítulo más interesante para abogados y procuradores, por el detalle con el que se abordan la tramitación de los procedimientos y la respuesta que se da a los múltiples interrogantes que se suscitan sobre unas construcciones procesales que quedan reguladas en un número mínimos de preceptos, en los que de manera incipiente se establecen pautas para una reclamación, pero sin desarrollarse en detalle.
La obra llega a ser tan casuística que analiza con minuciosidad los supuestos referidos a las obligaciones del procurador derivadas de la aceptación del mandato de su representado, hasta dónde llegan sus responsabilidades económicas con la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil, la contraprestación pecuniaria de estas obligaciones desde la provisión de fondos hasta la ahora denominada cuenta del procurador y la legitimación activa de los herederos de éste para poder reclamar por este procedimiento sumario el importe de los aranceles y suplidos que le correspondieran a su causante como consecuencia de su intervención en un procedimiento judicial. De igual forma, en este tercer capítulo se aborda el conocido tradicionalmente como procedimiento de jura de cuentas de los abogados que, con la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, únicamente podrán plantear directamente frete a sus defendidos pero no a sus representantes procesales, como ocurría en la regulación de la vieja Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, pero también la posibilidad de que este procedimiento sumario pueda ser instado por los herederos del abogado frente al cliente procesal del abogado fallecido para el cobro de los créditos de éste, derivados del proceso.
El cuarto capítulo está dedicado a la exposición de una serie de modelos de resoluciones judiciales sobre los distintos procedimientos tratados en los capítulos anteriores.
A todo ello se añade una mención a normas específicas que complementan el estudio de los temas abordados en la obra.
En definitiva, la obra que ahora se presenta supone la culminación de un trabajo que comenzó en 1997 y que se completa con los comentarios a los preceptos introducidos o modificados por las sucesivas reformas legislativas, en especial la más reciente de 2 de enero de 2025 y reseñas jurisprudenciales apropiadas a los casos concretos, pero sin perder su carácter eminentemente práctico, en el que se sigue plasmándola experiencia de muchos años en el quehacer diario de Juzgados y Tribunales, lo que me hace pensar que, como ha ocurrido con las experiencias anteriores, esta nueva obra también pasará a engrosar el grupo de las que se convierten en un elemento de consulta no sólo para abogados y procuradores, sino también para quienes, desde el ámbito resolutivo de la justicia, han de solventar las distintas controversias que se susciten sobre la tasación de costas y liquidación de intereses en todos los órdenes jurisdiccionales y también para los meros estudiosos del tema. Si consigo este propósito el objetivo fundamental estará conseguido.
Madrid, enero de 2025
EL AUTOR



Introducción

 Una vez finalizado el procedimiento en cualquiera de sus fases declarativa o ejecutiva, de la resolución definitiva (estimatoria, desestimatoria o que ponga fin a la reclamación de forma anormal), junto a la resolución del conflicto, sobre el derecho que constituyó el objeto del proceso, ha de recoger forzosamente una declaración sobre el uno de los derechos inherentes al propio derecho primario que lo constituye el derecho de una de las partes, generalmente la que resulte vencedora en el pleito, que lo constituye la restitución de los perjuicios económicos que hubiera tenido que soportar como consecuencia del pleito y que hubieran tenido como fuente de su génesis el propio procedimiento.
En efecto, por una parte, surge la obligación de la satisfacción o el reconocimiento del derecho del actor por parte de quien se lo negaba, el demandado, o la desestimación de ese derecho pretendido por el demandante y la confirmación de la situación jurídica atacada en el procedimiento, pasando a configurarse como una realidad explícita lo que hasta ese momento lo era implícita. Y, por otra, la obligación que el vencido tiene de correr con todos los gastos originados dentro del propio procedimiento, amparado en el principio de vencimiento que desde la reforma procesal de 1984 rige en nuestro proceso civil y que se han ido incorporando paulatinamente al resto de los órdenes jurisdiccionales. A esta última se le denomina abono de las costas procesales, a las que deberá hacer frente el condenado a su pago, previa tasación de las mismas.
Una de las principales cuestiones antes de abordar cualquier estudio sobre las costas procesales ha de ser dejar perfectamente acotado el ámbito de la producción de esos gastos, pues, como después veremos en el estudio pormenorizado de las distintas partidas, sólo los gastos que tengan su origen directo en el propio proceso podrán tener acceso a la tasación de costas de forma que los gatos de asesoramiento previo a la iniciación del procedimiento en sí o cualquiera otros que no tengan una relación directa, quedarán excluidos de la meritada tasación de costas. Esto que ha constituido el centro de estudios doctrinales durante tantos años, se ha tratado de resolver en la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil, tal es así, que, como se analiza en la presente obra, en la mencionada norma procesal se dedica uno de los preceptos a analizar la diferencia entre gastos y costas aunque desde una óptica excluyente y no definitiva, de forma que, con este nuevo análisis, algunos conceptos que tradicionalmente fueron calificados como costas queden ahora excluidas de la tasación debido al análisis excluyente que se hace en el precepto, aun en contra del criterio de parte de la doctrina procesalista.
De la misma manera, hemos de partir, como principio, de que el derecho derivado de la sentencia o cualquier otra resolución definitiva y firme a ser reintegrado en el importe de la tasación de costas, tiene como sujeto activo, como no puede ser de otra manera, a quien hubiera sido beneficiario del derecho reconocido en la misma o de aquél a quien se le admite su oposición, no a su representante o a su director procesales (entre otras STC28/1990, de 26 de febrero), a pesar de que en algunos momentos del proceso de evaluación e impugnación pueda ser conceptuado como verdadero sujeto el abogado minutante (informe del abogado en la impugnación por el concepto de excesiva), sin que esta concepción tenga un respaldo procesal que justifique la legitimación procesal suficiente como para así denominarlo, ni siquiera, desde mi punto de vista como para ser sujeto pasivo de la imposición de las constas del incidente de impugnación de la tasación de costas por el concepto de excesivas, para el caso de que se estimase la impugnación y se impusieran las costas.
Otro punto a tener en cuenta es el momento en el que procede la práctica de la tasación de costas. En este sentido, a pesar del criterio de la vieja Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC), según la cual, y a tenor de lo que se regulaba en el artículo 421 de la misma, la tasación de costas debería practicarse "una vez la sentencia sea ejecutoria", es decir, cuando frente a la misma no se hubiera interpuesto recurso alguno porque no cupiera o porque las partes hubieran dejado decaer su derecho. Heredero directo del citado precepto es el vigente artículo 242 de la ley procesal civil, en cuya regulación se fija el punto de referencia para la petición de la práctica de la tasación de costas en que la sentencia o resolución definitiva "sea firme", según la expresión ahora recogida.  
En cualquiera de las dos regulaciones el punto de partida para la solicitud de práctica de la tasación de costas lo constituirá la firmeza de la resolución definitiva que acuerde la condena en costas. En concreto en la vigente se establece que una vez sea firme la resolución, se procederá a la exacción de las costas por la vía de apremio, previa su tasación. Es decir, la tasación de costas deberá practicarse cuando contra la sentencia no quepa recurso alguno (en este límite, evidentemente, no podrá se incluirse el incidente de nulidad de actuaciones, ni la revisión, ni una hipotética audiencia al rebelde), criterio que queda contenido en la expresión «firme», utilizado en el precepto de la vigente ley procesal y al que no afecta ninguno de los sistemas de revisión aludidos.
Sin embargo, con la vieja ley de 1881 esta afirmación, aun siendo legal y posible, no resultaba operativa en todos los supuestos. En efecto, cuando la sentencia tenía por objeto la declaración de un derecho, nada impedía que se procediera a llevar a cabo la tasación de costas una vez la misma fuera ejecutoria, según la expresión que se utilizaba. No obstante, cuando la sentencia contenía una declaración de entregar una cosa o de hacer una obra, por citar dos ejemplos concretos, no tenía ningún sentido instar la práctica de la tasación de costas antes de que hubiera procedido a la ejecución de la misma, pues, en caso contrario, podía ocurrir que hubiera que proceder a practicar una segunda o ulteriores tasaciones de costas, lo que contradecía las más elementales normas de economía procesal, al tiempo que encontraba difícil acomodo en el límite que se establecía en el viejo art. 425. Por este motivo, cuando abordé la primera edición de esta obra me inclinaba por la idea de practicar una única tasación de costas, al finalizar la contienda de manera definitiva, una vez terminada la ejecución, donde se incluirían las costas de la fase declarativa y los de la de ejecución, salvo que la exacción del importe de la misma requiriera de la vía de apremio para su materialización, en cuyo caso nos encontraríamos con una nueva tasación de costas de la ejecución que tendría un respaldo legal expreso en el viejo art. 950.
La vigente Ley de Enjuiciamiento Civil establece una clara diferenciación entre la fase declarativa y la de ejecución, de forma que, jurídicamente hablando, el procedimiento terminaría con la sentencia definitiva en su fase declarativa, sin perjuicio de que, en caso de que no hubiera una ejecución voluntaria dentro de los veinte días posteriores a la firmeza de la sentencia, el demandante podrá instar la demanda de ejecución, con lo que se iniciaría un procedimiento nuevo, ligado al declarativo, hasta como para tener un modelo de demanda simplificado, pero procedimiento independiente a fin de cuentas, con una numeración nueva. Esta nueva configuración vino a establecer un nuevo sistema más acorde con lo anteriormente expuesto, de forma que ahora sí podrá practicarse la tasación de costas en los términos previstos en el art. 242 de la LEC. Sin embargo, esta nueva regulación, en modo alguno puede avalar la tesis de algunas juntas de jueces, documentadas en acuerdos adoptados en su día y que aún hoy se mantienen, según la cual también la ejecución de la tasación de costas debería configurarse como un procedimiento de ejecución independiente, con un número de registro también independiente del procedimiento del que dimanase, ya sea el declarativo o el ejecutivo, al amparo de una interesada interpretación de lo que se regula en el art. 549 de la vigente LEC, engordando las estadísticas de ingresos de asuntos de manera artificial, pues la acción de reintegro de los desembolsos realizados por quien después resultó beneficiado por la sentencia, lejos de configurarse como un crédito independiente de la obligación principal, surge de la propia sentencia y forma parte inseparable del crédito principal reconocido en la misma y para su ejecución, aparte de superar el plazo de abono voluntario, lo único que resta es determinar definitivamente el montante total de las mismas, que se concreta en el procedimiento de tasación de costas.
Otra cuestión conflictiva de la actual regulación, como veremos en los comentarios al articulado, es el que hace referencia a una hipotética tasación de costas de una ejecución provisional que, si nos atenemos a la letra de la norma quedaría excluida, pero que, al tenor de la regulación específica de la mencionada satisfacción procesal provisional, sí podrá realizarse una tasación de costas y ejecutarse sobre las mismas.
Estas y otras cuestiones que iremos viendo en el desarrollo de esta obra, son la consecuencia lógica de la trasposición mimética de la mayoría de los preceptos de la vieja ley procesal de 1881 a la vigente de 2000 y que se han ido puliendo con los años de vigencia. Entre estas cuestiones hay que tener en cuenta las modificaciones que se fueron incorporando al articulado en dos normas fundamentales por su extensión e incidencia en la propia regulación, me refiero al Real Decreto Ley 6/2023 y a la Ley Orgánica 1/2025, también se incorporan estas modificaciones a la presente edición.
En concreto el Real Decreto Ley 6/2023 incorpora un control judicial en el caso de las tradicionalmente denominadas juras de cuentas tanto de procuradores como de abogados.  
En el caso de la Ley Orgánica 1/2025 se introducen dos novedades importantes, la primera tiene como objeto interesar del juzgador la exoneración de las costas por haber intentado la solución del conflicto de alguna de las formas de solución de conflictos de forma previa al inicio de la reclamación judicial. En este primer supuesto, el protagonismo recae sobre el juez que es quien, a la vista de los intentos de la parte vencida de evitar la reclamación judicial, si concurre la circunstancia de haber obtenido una sentencia sustancialmente idéntica a lo pretendido por él, puede librarle de abonar las costas. La segunda coloca el protagonismo en el beneficiario del reintegro de las costas, de manera que, a petición del condenado a su pago, aquél podrá acceder a la reducción o exoneración del pago.
Unas y otras reformas se incorporan a esta nueva edición de nuestra obra.
Por todo ello, en aras a las más elementales normas de economía procesal, ya desde este momento inicial de esta obra, deberán tenerse en cuenta los puntos siguientes:
	1)  La tasación de costas, como cualquier procedimiento de determinación de daños o rentas, deberá ser fijada definitivamente por medio de una resolución judicial que perfectamente pudiera adoptar la forma de providencia, sin embargo, la ley se decanta porque sea por medio de un decreto del letrado de la administración de justicia (secretario judicial).
	2)  Cuando la tasación de costas sea impugnada por cualquiera de las partes, su aprobación definitiva se llevará a cabo por medio de decreto, incluso en los supuestos de impugnación por el concepto de indebidas.
	3)  Antes de aprobarse la tasación de costas, el condenado a su pago podrá solicitar la reducción del importo o su exención, tras lo cual el letrado de la administración de justicia fijará el importe de las costas, pudiendo ser el decreto que lo fije objeto de revisión ante el juez o tribunal y el auto que resuelva la mencionada revisión, también podrá ser objeto de recurso de reposición.Una vez rechazada la reducción o exención se seguirá el procedimiento para la práctica de la tasación de costas.

	4)  En la jurisdicción civil, la resolución que fije o apruebe la tasación de costas, tras el hipotético recurso de revisión ante el juez o tribunal será firme si bien contra el auto que no cabrá recurso alguno. En la jurisdicción contencioso-administrativa este criterio, como veremos, no quedó claro inicialmente hasta que el Tribunal Constitucional declaró la inconstitucionalidad del art. 102 bis. 2 de la LJCA, en su primer párrafo, como después fue haciendo este Tribunal con el resto de las normas procesales, por lo que, en estos momentos, contra el decreto del Letrado de la Administración de Justicia que apruebe la tasación de costas siempre cabrá un recurso de revisión ante el juez o tribunal, si bien, este recurso siempre deberá plantearse frente a un decreto que, con anterioridad, hubiera resuelto una previa impugnación de la tasación de costas.
	5)  Como criterio general, la tasación de costas se puede y se debe ejecutar sin necesidad de abrir un procedimiento específico de ejecución. Este criterio, si cabe, es más claro en el ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa, sin perjuicio de que, en caso de existir una ejecución pendiente, pueda incorporarse a la misma. Sin embargo, cuando la sentencia no necesite de actividad alguna de ejecución se procederá a su exacción en los términos previstos específicamente para las tasaciones de costas.Volveremos a este apartado de la ejecución más adelante.


En la presente obra, se hace una exposición eminentemente práctica de las tasaciones de costas, con el fin de facilitar la labor de los profesionales que acuden a los órganos jurisdiccionales en demanda de uno de los derechos que se derivan de la sentencia, con mayor incidencia de la que pudiera aparentar, al tiempo que trata de ayudar también a los estudiosos de este apartado del derecho procesal. De la misma manera, y sin ánimo pretencioso, se aporta una visión práctica que pueda servir a quienes desde los órganos jurisdiccionales han de proceder a la materialización de las tasaciones de costas, amparando esta visión en la práctica de quien ha pasado la mayoría de su vida haciendo su profesión, entre otras funciones, la de llevar a cabo la práctica de las tasaciones de costas en distintos órganos jurisdiccionales y diferentes órdenes jurisdiccionales y que ha hecho del derecho procesal el ámbito de su desarrollo profesional. En este sentido, la presente obra trata de presentar de manera detallada una exposición legislativa y doctrinal de la regulación procesal de la tasación de costas en la nueva LEC, con menciones a las regulaciones específicas de los otros textos procesales, dejando como referencia los textos reguladores de este momento procesal en la vieja y centenaria ley procesal civil, de la que beben los vigentes textos procesales, exposición que se verá complementada con jurisprudencia y doctrina de las Audiencias Provinciales sobre los artículos concretos. No obstante, desde que con la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil, como consecuencia de la promulgación de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, al agotarse la impugnación de la tasación de costas y fijar como competencia de los letrados de la administración de justicia, el acceso de las impugnaciones a la apelación o casación se ha visto truncado.
La obra sigue manteniendo un apartado de casos prácticos sobre la tramitación y aprobación de tasaciones de costas y de los otros procedimientos, sus posibles impugnaciones, los distintos supuestos que se pueden presentar y los trámites que han de seguirse, según los casos.



Parte primera La tasación de costas

Capítulo I Las costas procesales

 Artículo 241. Pago de las costas y gastos del proceso.
1. Salvo lo dispuesto en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, cada parte pagará los gastos y costas del proceso causados a su instancia a medida que se vayan produciendo.
Se considerarán gastos del proceso aquellos desembolsos que tengan su origen directo e inmediato en la existencia de dicho proceso, y costas la parte de aquéllos que se refieran al pago los siguientes conceptos:
1º. Honorarios de la defensa y de la representación técnica cuando sean preceptivas.
2º. Inserción de anuncios o edictos que de forma obligada deban publicarse en el curso del proceso.
3º. Depósitos necesarios para la presentación de recursos.
4º. Derechos de peritos y demás abonos que tengan que realizarse a personas que hayan intervenido en el proceso.
5º. Copias, certificaciones, notas, testimonios y documentos análogos que hayan de solicitarse conforme a la Ley, salvo los que se reclamen por el tribunal a registros y protocolos públicos, que serán gratuitos.
6º. Derechos arancelarios que deban abonarse como consecuencia de actuaciones necesarias para el desarrollo del proceso.
7º. La tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional, cuando sea preceptiva. No se incluirá en las costas del proceso el importe de la tasa abonada en los procesos de ejecución de las hipotecas constituidas para la adquisición de vivienda habitual. Tampoco se incluirá en los demás procesos de ejecución derivados de dichos préstamos o créditos hipotecarios cuando se dirijan contra el propio ejecutado o contra los avalistas.
2. Los titulares de créditos derivados de actuaciones procesales podrán reclamarlos de la parte o partes que deban satisfacerlos sin esperar a que el proceso finalice y con independencia del eventual pronunciamiento sobre costas que en éste recaiga.

Concordancias: Ver artículos 26, 29, 34, 35, 342, 375 y 394. 3 de esta misma Ley; 512, 1168 y 1478 del Código Civil, y 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Resumen: Centrará el estudio de este primer artículo, del presente capítulo el análisis pormenorizado del concepto de costas procesales y los elementos que las integran, para ello se utiliza un estudio comparado con lo que son los meros gastos. Se analiza en este primer comentario cada uno de los elementos que constituyen las costas procesales, como elementos a ser incluidos en una posterior tasación de costas: con detalle se aborda el estudio de los siete elementos que constituyen las tasaciones de costas con menciones a los diferentes supuestos. Se recoge un apartado específico a las tasas judiciales, incorporado en 2012 y que posteriormente el Tribunal Constitucional dejó como elemento residual, hasta el punto de que apenas son exigibles, a pesar de las expectativas que suscitaron en su momento.

Comentario
1.  Notas generales
A pesar del deseo programático que emana del artículo 119 de la Constitución sobre la gratuidad de la Justicia. A pesar de que, entre otras, la Ley 25/1986 (1) de 24 de diciembre en sus dos únicos artículos suprimió las tasas judiciales y el impuesto sobre actos jurídicos documentados en el ámbito de la Administración de Justicia y en el Registro Civil, lo cierto es que la Administración de Justicia no es gratuita, salvo en los supuestos en los que el ciudadano reúna determinados requisitos económicos y se le conceda el beneficio de justicia gratuita o aquellos otros supuestos cuyo beneficio de pleitear gratuitamente les venga concedida por ley, generalmente por tratarse de organizaciones con un marcado carácter social, a los que me referiré en el apartado correspondiente. En efecto, aunque los ciudadanos no han de soportar el coste real del servicio que presta el Estado a través de Juzgados y Tribunales, ni siquiera han de contribuir al mantenimiento de estos servicios, no obstante, en torno al procedimiento o derivados del mismo, se producen una serie de gastos que los litigantes sí han de soportar. En concreto, dentro de esta justicia onerosa hemos de incluir como principales desembolsos que han de soportar las partes, los referidos a abogados, peritos y procuradores, cuyos importes sólo serán soportados por el Estado en aquellos supuestos en los que, por gozar los litigantes del beneficio de asistencia jurídica gratuita, se les asignen estos servicios de oficio y sin tener que soportar su coste.
Es decir, el Estado soporta con cargo a los Presupuestos Generales del Estado los gastos del personal que integran los cuerpos de la Administración de Justicia, los gastos de material e inversiones de edificios, pero no soporta aquellos otros gastos que, aun siendo generados por el proceso y que por lo tanto, han de encuadrarse dentro de la tutela judicial efectiva a que todos los españoles tenemos derecho, según proclama el artículo 24 de la Constitución, sin embargo, deben ser soportados por las partes, salvo que puedan acogerse al beneficio de asistencia jurídica gratuita.
En esta distinción inicial se avanza una primera división entre lo que son gastos de la Administración de Justicia, de los que los ciudadanos quedan exonerados, al menos de manera directa, y los gastos del proceso. Dentro de este segundo concepto, la doctrina ha efectuado una nueva diferenciación, según se trate de los gastos originados de manera previa o entorno al proceso, pero externos al mismo; y los gastos procesales, se configuran estos gastos como una parte de los gastos en general que abarcan todos los gravámenes económicos que los litigantes han de soportar como consecuencia de una reclamación judicial. En este caso, los gastos que se incluyen dentro del concepto de costas procesales serán aquellos que tienen su origen dentro del propio proceso y que se producen de manera ineludible, sin que sean opcionales para los litigantes; son, en palabras de Víctor FAIRÉN GUILLÉN (2)  los gastos inmediatamente procesales. Junto al origen de los mismos, como ya ha quedado apuntado, las costas procesales llevan aparejada su obligatoriedad. Esos gastos son los que darán origen a la tasación de costas y a ellos me referiré de manera detallada al hablar de la tasación de las costas.
Una vez concretado del objeto de las costas, cabe definir el concepto de costas. En este sentido, Víctor MORENO CATENA (3)  define las costas como los gastos que han de satisfacer los litigantes como consecuencia de un proceso, de los que una de las partes puede reembolsarse si se produce la condena en costas de la contraria. Por su parte, Jaime GUASP (4)  dice que las costas no son todos los gastos procesales, sino una parte de ellos, cuya delimitación precisa no es del todo fácil de hacer, pero que en principio pueden definirse como aquella porción de los gastos procesales cuyo pago recae sobre las partes que intervienen en un proceso determinado y reconocen a este proceso como causa inmediata y directa de su producción. En efecto, la tasación de costas se erige en la forma ordinaria de conseguir el reintegro de los desembolsos realizados por parte del litigante vencedor y que tienen al proceso como su causa directa, que ha debido anticipar para hacer frente a los mismos y a cuyo reintegro tiene derecho como consecuencia de su reconocimiento expreso en la sentencia o resolución definitiva mediante la condena en costas del otro litigante, recogida en la mencionada resolución definitiva.
Sin embargo, la nueva LEC sí ha tratado de definir y diferenciar los conceptos gastos de los de costas y el artículo que ahora analizamos recoge, como vamos a ver en apartados posteriores, si bien desde una relación excluyente difícilmente justificable por el riesgo de limitación que supone cualquier relación cerrada, de la que quedan excluidos todos los elementos no recogidos en ella. En efecto, tradicionalmente cuando en un texto normativo se realizar una enumeración de conceptos, los no incluidos se considera excluidos, por eso es habitual, en previsión de exclusiones no deseadas, incluir un apartado final, donde se incluye una clausula residual que de cobijo a todos los conceptos no enumerados.
A pesar de todo, al no incluir el precepto ninguna clausula de este tipo, parece que fue la intención no confesada del legislador de 2000 fue la dejar fuera de la tasación de costas todos los conceptos no enumerados en el precepto.
Así vistas las cosas, voy a exponer de manera detallada los distintos conceptos que se recogen este artículo.
No obstante, no será objeto de análisis en los comentarios a este artículo el concepto de costas procesales, y sí en los referidos al artículo 243 LEC, pues lo considero es más propio, sistemáticamente hablando.
2.  Obligación de pago
Como novedad se incluye en el precepto, cuyo análisis ahora abordamos, una regulación que no tiene precedente en la vieja ley procesal civil, que hace referencia al establecimiento de una obligación que, por obvia, no deja de resultar interesante. Me refiero al hecho de que, por primera vez, se establezca de manera expresa la obligación que las partes tienen de ir abonando los gastos que a su instancia se vayan produciendo mientras se desarrolla el proceso, excepción hecha de los supuestos en los que el que los origine goce del beneficio de asistencia jurídica gratuita, cuya regulación deja para la ley específica y a la que volveré al final de este apartado.
¿Cómo se materializa esta obligación que de forma expresa se regula por primera vez en el apartado primero del precepto? Obsérvese que parto de la base de que estamos frente a una regulación de nuevo cuño, lo que no quiere decir que hasta ahora las partes no debieran correr con los gastos que se fueran originando en el transcurso del procedimiento y efectivamente así lo hicieran. Sin embargo, esta nueva regulación trae cuenta de la exclusión de la vigente regulación de la Ley de Enjuiciamiento de la obligación que el procurador tenía de hacer frente a los pagos que se fueran produciendo por cuenta de su representado. En efecto, frente a la regulación específica que recogía la vieja ley procesal de 1881 en su artículo 5. 5ª, según la cual los procuradores por el mero hecho de aceptar el apoderamiento quedaban obligados a «pagar todos los gastos que se causaren a su instancia, incluso los honorarios de los abogados, aunque hayan sido elegidos por su poderdante». Esta obligación se veía respaldada por el derecho preferente que el procurador tenía para reclamar de su representado la provisión de fondos abonados o por abonar, según se recogía en el artículo 7 de la vieja ley.
Sin embargo, la limitación de la obligación del procurador a abonar «los gastos que se causaren a su instancia (la del representado) excepto los honorarios de los abogados y los correspondientes a los peritos, salvo que el poderdante le haya entregado los fondos necesarios para su abono», según se establece en el artículo 26. 7º de la LEC, exigía probablemente una regulación específica referida al pago de estas cantidades por parte del propio litigante y así se ha recogido el artículo 241 de la LEC.
A pesar de todo, la nueva regulación vino a plasmar en un precepto lo que en la práctica se había institucionalizado ya desde hacía años, pues, a pesar de la obligación legal, no era habitual que el procurador asumiera unos pagos de derechos de abogado y peritos que solía asumir de manera directa el poderdante.
No obstante, esta nueva regulación también puede dar pie a otras interpretaciones tales como la posibilidad que tienen los acreedores de aprovechar el proceso para reclamar de sus deudores el importe de los gastos ocasionados dentro del proceso. En efecto, una vez más el precepto es tremendamente inconcreto e introduce un precepto más propio de la regulación de las obligaciones que de una norma que pretende regular el proceso, pues siguiendo la sistemática de la ley, da la impresión de que, a modo de procedimiento de jura de cuentas, los peritos y aquellas otras personas que sean titulares de un crédito derivado de una actuación nacida del proceso en cuestión, podrán reclamar al deudor el pago de esa cantidad y, en caso de no recibir la satisfacción económica, reclamarlo ante el Juzgado para que se obligue al deudor a satisfacer la deuda. A pesar de todo, ni fue esta la intención del Legislador ni existe una vía privilegiada para recuperar esas minutas, aunque una mala regulación pueda dar pie a esa interpretación, de forma que esta nueva regulación no tenga ninguna repercusión procesal, sino más bien de carácter sustantivo, dejándole al deudor (profesionales del derecho, peritos... etc.) la vía de la reclamación judicial que corresponda, a través de un procedimiento judicial. En definitiva, no se cambia nada en lo que a la recuperación de los desembolsos ocasionados como consecuencia del proceso.
Retomando el tema inicial, el precepto regulado en el punto 1 del artículo 241 de la LEC, se inicia haciendo una exclusión de lo que se reputa como una regla general y que supone una mera declaración de intenciones, de lo que ya es sabido, según la cual cada parte ha de ir haciendo frente a los pagos de gastos que se vayan produciendo a su iniciativa, lo que responde ni más ni menos que a una obligación general, en el caso concreto de las costas procesales, el precepto ahora analizado se contiene una referencia genérica a la carga de ir abonando las costas que se originen a su costa a medida que se vayan produciendo. Sin embargo, en relativo a los gastos ocasionados por quien es titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita, únicamente se realiza una declaración genérica, para excluirlos de la obligación general, lo cual resulta elemental, en este caso la Ley de Enjuiciamiento Civil no puede liberar del pago de unos gastos que no le corresponden, salvo que así lo establezca el propio Estado o cualquiera de sus instituciones, que a fin de cuentas serán quienes soporten los gastos ocasionados por el beneficiario de este derecho, sin perjuicio de que se hubiera podido recoger en el precepto una remisión a un precepto en el que se regule la exclusión de esa obligación. Más explícito resulta sobre este particular el artículo 6 de la LAJG al regular de manera expresa los gastos que el Estado asumirá en nombre de aquél a quien se le hubiera reconocido este derecho a la asistencia jurídica gratuita.
No obstante, considero necesario hacer un análisis detallado de este artículo 6 (5) . Dedica este artículo sus tres primeros apartados a regular los asesoramientos previos a la iniciación de un proceso, la asistencia de abogado y procurador a personas detenidas y la dirección y representación procesales en juicio. La única referencia que cabe hacer dentro de estos servicios que se prestan por abogados y procuradores es que existe una larga tradición en nuestro país según la cual los abogados y procuradores que asistían y representaban en juicio a los «pobres» eran pagados de forma directa por el Estado con cargo a los Presupuestos Generales, a esta tradición que se concretaba en la intervención de los citados profesionales del derecho dentro de un procedimiento ya existente, se unieron con posterioridad los servicios de asistencia jurídica al detenido como consecuencia lógica de la aprobación de la constitución de 1978, para incorporarse también el asesoramiento previo a la promoción del juicio o a la oposición a uno ya existente como parte de un todo que tiene puesto el punto de mira en el proceso, lo que no deja de sorprender, pues esta interpretación amplia recogida en el apartado 1 del artículo 6 sobre el asesoramiento sólo será aplicable para los beneficiarios de la asistencia jurídica gratuita, dado que quienes no gocen de este beneficio no podrán incluir los gastos de abogado y procurador previos a la iniciación del proceso o a la contestación a la demanda como se recoge expresamente el artículo 241 de la LEC al diferenciar gastos de costas. A este respecto habrá de tenerse en cuenta también la regulación incorporada al art. 6. 3 como consecuencia de la Disposición Final 1. 2 de la Ley 3/2018, de 11 de junio, sobre la inclusión dentro del derecho a la asistencia jurídica gratuita el asesoramiento en los supuestos en los que la intervención de abogado y procurador no sean preceptivas o cuando se trate de la intervención de estos profesionales en los denominados delitos leves.
El apartado 4 del mismo artículo 6 se refiere a la inserción de edictos en los periódicos oficiales, lo que supone el establecimiento de una carga social para los boletines de las comunidades autónomas o de las provincias, si bien la publicación de edictos en los periódicos oficiales quedó sustancialmente atenuada, cuando no suprimida, como consecuencia de la entrada en vigor de la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil.
En el apartado 5 del tan mentado precepto se recoge una exención que debió haber ido acompañado de algún tipo de penalización para el supuesto de que se apreciase temeridad o mala fe por parte del Tribunal. En efecto, el precepto se refiere a la exención de depositar o avalar la cantidad legalmente exigida como requisito previo a la hora de interponer algunos recursos extraordinarios, tales como el de casación. Ante una regulación ausente de cualquier tipo de penalización, favorece de forma innecesaria el abuso de los recursos, incluidos los extraordinarios, como viene demostrando la práctica. Evidentemente, este tipo de exención no incluye el depósito previo y necesario de las rentas debidas como requisito para ser admitido el recurso de apelación o de casación o la consignación previa a la interposición de los recursos de apelación en los procedimientos sobre reclamación de daños producidos en accidentes de tráfico.
Sin embargo, la supresión de los depósitos previos y necesarios para la interposición de los recursos como consecuencia de la entrada en vigor de la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil, dejó vacío de contenido este precepto, salvo que dentro del mismo pueda tener cabida la revisión, que la propia ley procesal deja de denominar como recurso, ni siquiera extraordinario.
Por lo que se refiere a la asistencia pericial gratuita que se regula en el artículo 6. 6 de la LAJG cabe añadir que tampoco es claro el precepto cuando se refiere a los supuestos en los que no existan peritos adscritos al órgano jurisdiccional que esté conociendo del asunto o no existan peritos especializados en la materia dependientes de las administraciones públicas (según la redacción dada por la Disposición Final decimoquinta de la LEC), pues, mientras que en los casos en los que concurra cualquiera de las circunstancias anteriores la prueba o pericia se llevará a cabo de forma gratuita por las personas que corresponda, cuando no existan especialistas en la materia o no existan peritos adscritos al órgano jurisdiccional o a las Administraciones en el precepto simplemente se establece que el nombramiento se llevará a cabo en la forma que se establezca en las leyes procesales y mediante acuerdo plasmado en resolución judicial motivada, pero no hace referencia a quién deberá abonar el importe de la minuta de estos peritos, por lo que hemos de considerar que ante la ausencia de regulación expresa, y dado que se trata de los honorarios de un particular, a pesar de que la parte goce del beneficio de asistencia jurídica gratuita deberá abonar el importe de la pericia, salvo que el profesional le libere voluntariamente de esa obligación, sin perjuicio de que, como ocurre en la regla general, pueda posteriormente satisfacer su derecho a través de la tasación de costas, cuando hubiese condena a la parte contraria. La reforma de este precepto por Ley 3/2013 adaptó la legislación a la regulación de abusos y malos tratos a menores, con el fin de que en estos supuestos la atención pericial a los maltratados se pueda realizar de inmediato, para lo cual será suficiente que el juez lo plasme en una resolución judicial.
Los apartados 7, 8, 9 y 10 del artículo 6 de la LAJG están dedicados a regular el descuento en los aranceles de los Registradores de la Propiedad y Notarios. El primero de ellos exime a quienes gocen del beneficio de asistencia jurídica gratuita de abonar las copias, testimonios o actas que deban expedir los Notarios, en los términos establecidos en el artículo 130 del Reglamento Notarial (6) . Los apartados 8 y 9 hacen referencia a la exención del 80 por ciento del importe de los derechos arancelarios que correspondan a Notarios y Registradores de la Propiedad o Mercantiles por el otorgamiento de escrituras, expedición de certificaciones o anotaciones e inscripciones para las personas que sean beneficiarias de la asistencia jurídica gratuita. En el punto 10 se exime de cualquier abono por los derechos regulados en los apartados anteriores cuando el beneficiario no perciba como sueldo el importe del salario mínimo interprofesional.
Como último apunte dentro de este apartado cabe añadir que los beneficios a los que se refieren los apartados relativos a Notarios y Registradores únicamente incluyen a las personas físicas que gocen del beneficio de asistencia jurídica gratuita y a algunas asociaciones benéficas públicas o a la Cruz Roja, dejando fuera de este beneficio a las personas jurídicas, aunque la Jurisprudencia del TC ya ha matizado notablemente el beneficio de asistencia jurídica gratuita cuando va referido a personas jurídicas, en especial cuando el sujeto beneficiario sea una entidad mercantil.
3.  Gastos y costas
Como ya ha quedado apuntado en el apartado inicial del comentario al presente artículo, dentro del concepto gastos han de incluirse todos aquellos desembolsos que se realizan en función del proceso, aunque no sean procesales. Es decir, tienen su origen en el proceso, pero no se producen dentro del proceso, de forma que dentro de este concepto pueden incluirse todos aquellos desembolsos extraprocesales que tienen como finalidad preparar el procedimiento, encontrando el mejor ejemplo de éstos en la intervención del abogado previa a la presentación de la demanda, mediante el asesoramiento profesional cuando aún no se ha iniciado el procedimiento, ni siquiera se ha encomendado la confección de la demanda, servicios cuyo importe no podrá ser incluido en la tasación de costas bajo este concepto.
Por el contrario, las costas son desembolsos que las partes han de realizar como consecuencia del procedimiento, pero con la diferencia respecto de los gastos de que las costas sí se generan dentro de aquél, aunque temporalmente sean anteriores o coetáneos a su inicio, según la nueva concepción del proceso en la Ley de Enjuiciamiento Civil vigente. En efecto, se considerarán costas procesales, por citar un solo ejemplo, los honorarios del perito que realice la pericia que se acompañe con la demanda o con la contestación. En el primero de los casos, el gasto será anterior al inicio del procedimiento, en el segundo coetáneo; sin embargo, esta posibilidad es posible con la nueva concepción del procedimiento en el que se busca la concentración y la oralidad.
	a)  Inhabilitación absoluta. Supone la imposibilidad de ejercer la Abogacía para todos los supuestos, su sola existencia impone de manera automática el cese en el ejercicio de la Abogacía. Dentro de este apartado cabe incluir los casos de falta de idoneidad, tales como la falta de la licenciatura en Derecho, así como los supuestos de sanción que lleve aparejada la expulsión del colegio profesional correspondiente o la suspensión temporal, en cuyo caso, la inhabilitación absoluta duraría mientras dure la sanción.
	b)  Inhabilitación relativa. Supone la falta de habilitación para el ejercicio de la Abogacía en algunos juzgados y tribunales, pero no para hacerlo en otros.

	a)  Sistema de honorarios. Supone la forma habitual de percepción de los emolumentos de los abogados y el que tiene una repercusión directa en la tasación de costas. En contra de lo que fue tradición hasta tiempos recientes, las normas colegiales de honorarios profesionales han dejado de tener validez vinculante como precios de prestación de servicios profesionales de abogacía, sin embargo, siguen teniendo una enorme aplicación práctica en el día a día de los despachos de abogados, pues mantienen su vigencia para la tasación de costas y el denominado procedimiento de jura de cuentas.	1ª.  Excluidos del sistema arancelario, lo que supone que los honorarios de los abogados no se fijan por medio legal o normado en atención a los distintos conceptos y cuantías de los procedimientos como ocurre con los procuradores.
	2ª.  Los honorarios no están sometidos a un sistema de mínimos, como ocurría en el Estatuto de la Abogacía de 1946. A pesar de todo, la experiencia nos demuestra que las tarifas orientadoras que los Colegios de Abogados pueden publicar y de hecho publican, suelen ser los equivalentes a las tarifas mínimas y, en casos de impugnación, los Colegios suelen tener como referencia mínima los honorarios recogidos en sus tarifas orientadoras, sin olvidar la complejidad del trabajo realizado. Sobre este particular habrá de tenerse en cuenta la modificación del artículo 14 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales, como consecuencia de la entrada en vigor de la Ley 25/2009, vulgarmente conocida como ley paraguas, en cuya nueva redacción se establece la interdicción de publicar cualquier baremo orientativo sobre honorarios, al fijar como criterio general que «los Colegios Profesionales y sus organizaciones colegiales no podrán establecer baremos orientativos ni cualquier otra orientación, recomendación, directriz, norma o regla sobre honorarios profesionales, salvo lo establecido en la Disposición adicional cuarta». Este precepto, según la remisión expresa, se complementa con la citada Disposición Adicional cuyo tenor literal es el siguiente: «Los Colegios podrán elaborar criterios orientativos a los exclusivos efectos de la tasación de costas y de la jura de cuentas de los abogados.
	3ª.  Consecuencia de la anterior, los abogados pueden establecer sus honorarios de manera libre con su cliente o defendido. Respecto de la parte contraria, el abogado podrá facturar como honorarios sin sujeción arancelaria. Sin embargo, aquél al que corresponda pagar las costas tendrá dos vías de protección frente a los honorarios abusivos: El límite legal del artículo 394. 3 de la LEC, al que me referiré en apartado posterior, o la vía de la impugnación de tasación de costas por el concepto de excesivas.
	4ª.  Cuentan con una vía de exacción preferente respecto de sus propios defendidos, la tradicionalmente denominada «jura de cuentas» y ahora, una vez suprimido el requisito del juramento, honorarios de letrados, prevista en el artículo 35 LEC.


	b)  Sistema de retribución periódica. El artículo 44. 2 del anterior Estatuto permitía expresamente la posibilidad de que el letrado pudiera percibir sus derechos económicos mediante el establecimiento de una retribución periódica. Este sistema que tradicionalmente se utilizó en las compañías de seguros y entidades bancarias mediante la fórmula de percepción por nómina de los derechos económicos de los abogados contratados por esas compañías, en la actualidad es un sistema utilizado por algunas mercantiles.
	c)  El pacto de cuota litis. Básicamente el pacto de cuota litis supone un acuerdo entre el cliente y el abogado, según el cual éste profesional percibirá como honorarios una parte proporcional del importe de los beneficios que se obtengan en el litigio o del valor de lo litigado. Este era el concepto que se recogía en el artículo 37 del Estatuto de 1946 y el que de manera bastante habitual se ha utilizado en el ámbito de la jurisdicción social.

	1.ª  La Ley 21/1986, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 1987, en su artículo 55, establece un tipo del 0 por ciento para las minutas que tengan por objeto las actuaciones judiciales y mantiene el 12 por ciento para aquellas minutas referidas a actuaciones extrajudiciales.
	2.ª  La Ley 33/1987 de 23 de diciembre de Presupuestos Generales del Estado para el año 1988, en su artículo 105, sigue manteniendo los mismos criterios anteriores.
	3.ª  La Ley 37/1988, de 28 de diciembre de Presupuestos Generales del Estado para 1989, modifica parcialmente el sistema anterior y establece un tipo del 6 por ciento para las actuaciones judiciales y se mantiene el 12 por ciento en las extrajudiciales.
	4ª.  La Ley de Presupuesto Generales del Estado para el año 1992, establece la unificación del tipo impositivo para todas las actuaciones de los abogados tanto judiciales como extrajudiciales y se fija en el 13 por ciento.
	5ª.  El Real Decreto 5/1992, de 21 de julio, sobre Medidas Presupuestarias Urgentes, que establece que a partir del 1 de enero de 1993 el tipo que se fija será del 15 por ciento.
	6ª.  El sistema del apartado anterior es confirmado por la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido y por su Reglamento aprobado por Real Decreto 1624/1992.
	7ª.  Es en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 1995, de fecha 30 de diciembre de 1994 (BOE de 31 de diciembre), donde, a través del artículo 78. 1, se eleva al 16 por ciento el porcentaje de repercusión en las minutas en concepto de IVA. Este es el que de manera unificada se ha mantenido hasta el 1 de septiembre de 2012, fecha en la que, como consecuencia de la entrada en vigor del Real Decreto Ley 20/2012, de 13 de julio, se eleva de manera provisional el importe de la retención al 21 por ciento, tipo que, a pesar de su inicial provisionalidad, aun hoy se mantiene.

	1º.  El Fuero Juzgo no establece unos requisitos de idoneidad, pero sí impone unas limitaciones entre las que cabe destacar la prohibición absoluta para las mujeres para el ejercicio de personeros, o la prohibición de que se pueda nombrar un personero más poderoso que el del contrario, o las limitaciones que se les imponían a los siervos para poder ejercer de personeros.
	2º.  El Fuero Real mantiene el sistema de limitaciones o prohibiciones, pero tampoco establece un sistema de requisitos necesarios. Se avanza en el sentido de atenuar la prohibición a las mujeres para el ejercicio de la profesión de personero, se prohíbe, sin embargo, el ejercicio a los menores de edad y se mantiene la idea de buscar el equilibrio entre los personeros de las partes.
	3°.  Las Partidas tampoco establecen unos requisitos de idoneidad, pero detalla más el campo de actuación al establecerse un sistema más detallado de prohibiciones al recoger de manera expresa la prohibición para ejercer de personeros a los menores de veinticinco años, a los locos, desmemoriados y acusados por delito, a las mujeres, aunque se les permite razonar por sus parientes viejos o enfermos, a los clérigos y religiosos, salvo en los pleitos de la Iglesia o de los Prelados, a los siervos, salvo en los pleitos del Rey o cuando se les considerase como libres, a los caballeros que estuviesen al servicio del Rey y a los Adelantados, Jueces, Escribanos y a otros oficiales que sean poderosos por razón de su oficio.
	4°.  Es a finales del siglo XV cuando a través de diversas ordenanzas, entre las que destacan las Ordenanzas de Medina de 1489, las Madrid de 1495, las que comienzan a utilizar la nueva denominación de procuradores y comienzan un proceso de dignificación de la profesión, para ello se establece un sistema de selección mediante un examen de aptitud ante los Presidentes y Oidores (Secretarios judiciales) de las Audiencias, los que superaban esta prueba eran inscritos en el Registro Judicial correspondiente.
	5°.  El Reglamento de los Juzgados de Primera Instancia de 1844, establecía como requisitos mínimos para poder ejercer como procurador en estos Juzgados ser mayor de veinticinco años, llevar dos años de práctica y tener buena conducta.
	6°.  La Ley Orgánica del Poder Judicial provisional de 1870 sí establecía una serie de requisitos de aptitud para poder ejercer como procurador, en concreto el artículo 881 de este texto legal establece que será necesario para poder ser procurador «acreditar pericia en el orden y tramitación de los juicios y en las obligaciones que las leyes imponen a su profesión». Esta pericia la han de acreditar mediante un examen ante el Tribunal de oposición que los integrarán Magistrados y Escribanos (actuales letrados de la administración de justicia). No obstante estarán exentos de estos exámenes «los que sean abogados o hayan concluido los estudios, y tengan la habilitación que se exige para los Notarios».
	7°.  El Estatuto de 1947, vigente hasta la aprobación del actual en 1982, exigía como requisitos mínimos para poder ejercer de procurador los siguientes requisitos: Ser mayor de edad, de nacionalidad española y obtener el título de procurador que se expide por el Ministerio de Justicia a quienes sean licenciados en Derecho y a quienes, sin serlo, estén en posesión del título de Bachiller y aprueben un examen de aptitud.
	8°.  El Estatuto General de los procuradores de los Tribunales, aprobado por Real Decreto 2046/1982, de 30 de julio, establece en su artículo 5 que para poder ejercer la profesión de procurador, los interesados deberán reunir las siguientes condiciones de aptitud: Poseer la nacionalidad española, ser mayor de edad, tener el título de licenciado en Derecho y haber obtenido el título de procurador, que será expedido por el Ministerio de Justicia.
	9º.  Asimismo, en el vigente estatuto, aprobado por Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre, se sigue manteniendo la exigencia de una serie de requisitos imprescindibles para poder ser procurador, así se dispone en este precepto: «Para ser procurador es necesario:	a)  Tener nacionalidad española o de alguno de los Estados miembros de la Unión Europea o de los Estados parte del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, sin perjuicio de lo dispuesto en Tratados o Convenios internacionales o salvo dispensa legal.
	b)  Ser mayor de edad y no estar incurso en causa de incapacidad.
	c)  Estar en posesión del título de Licenciado en Derecho, o de los títulos extranjeros que, con arreglo a la legislación vigente, sean homologados a aquél, así como los títulos obtenidos en los Estados miembros de la Unión Europea que faculten para ejercer en ellos la Procura y que hayan sido reconocidos por España de conformidad con las disposiciones vigentes.
	d)  Haber obtenido el título de procurador, que será expedido por el Ministerio de Justicia, previa acreditación de los requisitos establecidos en este Estatuto General de acuerdo con la Ley».



	1°.  El Fuero Juzgo exige en la Ley II que el Juez solicite del actor que indique si el pleito es suyo o ajeno, y en este último supuesto, exigirle que le muestre el mandato de quien sea el titular del pleito. Esta obligación le venía impuesta al Juez como derivación del derecho que el demandado tiene de exigir se le muestre tal apoderamiento como forma de conocer el motivo por el que era demandada. En los supuestos en los que de la querella se podían derivar tormentos para el querellado, se exigía que junto al poder se presentase fianza y que el mandato fuera firmado por tres testigos.
	2°.  Bajo el nombre de «Carta de personería» regula el apoderamiento en favor del personero el Fuero Real. En su ley IV se establece que deberá ser otorgado ante Escribano y deberá contener el nombre del personero, el de quien otorga el poder, el procedimiento para el que se concede, el Juez que conoce del asunto y el alcance de los poderes.
	3°.  La ley 16 de las Leyes de Estilo atenúa la obligación de presentar el apoderamiento y lo considera un defecto subsanable, de tal manera que su defecto no acarrea la nulidad de todo lo actuado, siempre que se presente en el transcurso del pleito y el apoderamiento no se hubiera revocado.
	4°.  Las Partidas establecían un triple sistema de apoderamiento: ante Escribano público, ante otro Escribano o ante el Juez.
	5º.  A finales del siglo XV, en las distintas Ordenanzas aparece el que se conoce aún hoy bajo el nombre de bastanteo. En efecto, la exigencia de que el Tribunal pudiera revisar uno por uno todos los poderes que se presentaban en el Tribunal cada día y la comprobación de que esos poderes eran bastantes, en el sentido de que reunían todos los requisitos necesarios del apoderamiento, supuso, con el aumento de la conflictividad, una labor ímproba que impedía a los procuradores ejercer como tales mientras se llevaba a cabo esta revisión, lo que les suponía una limitación en su actividad. Por este motivo, las Ordenanzas de esta época delegan la función revisora de los poderes a los abogados. Es decir, en lugar de ser el Tribunal el que compruebe si el poder reúne todos los requisitos necesarios, se les transfieren estas competencias a los abogados, de tal manera que, para actuar en los Juzgados y Tribunales, será suficiente que el poder que se aporte por el procurador lleve plasmada la firma de un abogado que manifieste que el poder es bastante para actuar en el procedimiento que se insta.
	6º.  En esta misma línea, el Reglamento de los Juzgados de Primera Instancia de 1834 establece en su artículo 64 que no se pueda utilizar un poder si no ha sido declarado bastante por un abogado de esa Audiencia.

	a)  Testigos que tienen derecho a la indemnización. En principio, los únicos testigos que tienen derecho a esta indemnización son los testigos que declaren en juicio y no todos los propuestos, aunque, como ya he dejado expuesto, la ley procesal se inclina por la idea de dotar al proceso de una finalidad social, obligando a comparecer a todos los testigos que se propongan y el juez considere que es necesario su testimonio.
	b)  Objeto de la indemnización o auxilio. Si nos atenemos a la letra del artículo, los testigos tienen derecho a reclamar a quien les ha propuesto, sin perjuicio de que éste pueda ser reembolsado después, si resulta vencedor, «por el importe de la indemnización que fijará el tribunal mediante auto, que tendrá en cuenta los datos y circunstancias que se hubiesen aportado», según expresión del artículo 375. 2 de la LEC.
	c)  Procedimiento de reclamación de la indemnización. Frente a la regulación detallada que en el artículo 644 de la LEC de 1881, donde se establecía un sistema monitorio, ágil y ejecutivo que trataba de compensar a los testigos de manera rápida y sin ulterior recurso, la vigente se limita a establecer un sistema ágil que permite fijar la indemnización de los testigos al finalizar el acto de la comparecencia en la que intervino el testigo.
	d)  Plazo de reclamación de la indemnización. Tampoco se establece plazo alguno para que el testigo pueda reclamar la indemnización que considere le corresponde. Sin embargo, en contra de lo que establecía el último inciso del artículo 644 LEC de 1881 un período de reclamación que comenzaba el mismo día de la comparecencia mediante su manifestación de manera verbal en el transcurso del juicio, de tal manera que tanto la reclamación como la fijación de la indemnización quedarían recogidas por el Secretario judicial en la propio acta de juicio y que se extendía hasta un período posterior de quince días, durante el cual el testigo podía presentar por escrito una petición ante el propio Juzgado, la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil, si bien no queda muy claro, parece inclinarse por la idea de que la petición se realice en el mismo acto de la comparecencia del testigo, de forma que su petición quede plasmada en el acta del juicio, sin que, una vez finalizada la comparecencia, se le ofrezca otra posibilidad.

	1º)  Por un lado, que es reiterada la jurisprudencia que ha venido incluyendo el IVA correspondiente a los honorarios de Letrado en las tasaciones de costas, como formando parte integrante de las mismas (sentencias, entre otras muchas, de 18 de abril de 2000, 26 de noviembre de 2003, 5 de julio y 9 de diciembre de 2004); de tal modo que si ese IVA es una parte de las costas «de las que corresponden a los abogados», habrá de sujetarse al repetido límite, en virtud del claro mandato legal; y
	2º)  También es pacífica la jurisprudencia expresiva de que el titular del crédito al pago de las costas es la parte que venció en el pleito y obtuvo a su favor la condena a su abono, y no su Letrado. Pues bien, aquél vencedor pagará a su abogado lo que éste le facture de acuerdo con lo que entre ellos tengan pactado y por los conceptos que procedan, de una u otra índole, pero únicamente podrá repercutir al vencido una suma que no exceda de ese tercio, sin que sea admisible que desglose lo abonado por IVA, cuando, como se dice, forma parte de esas costas, para luego aplicarlo a la suma resultante y así superar ese tercio. (SAP Pontevedra, sec. 1ª, de 14 de febrero de 2008, n.o 102/2008, rec. 55/2008).
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